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RV: 110013335016-2019-00328-00 contestación de demanda

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 19/12/2022 11:42 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: samantha tafur espitia <sami1136@hotmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: samantha tafur espitia <sami1136@hotmail.com>

Enviado: viernes, 16 de diciembre de 2022 16:34

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co <notificacionesbogota@giraldoabogados.com.co>; Gustavo
Adolfo Amaya Zamudio <notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co>; samantha tafur
<samanthatafurabogada@gmail.com>

Asunto: 110013335016-2019-00328-00 contestación de demanda
 

Señores 
JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 
E.S.D. 
 
REF.                                    CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

 
RADICADO.                       110013335016-2019-00328-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE.               JAIME IGNACIO GORDILLO ACOSTA 
DEMANDADO.   NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONALFONPREMAG y FIDUPREVISORA S.A. 

 
VINCULADO.                    DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA 

GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA, identificada con cédula de ciudadanía No. 52.656.773
de Villeta Cundinamarca, portadora de la tarjeta profesional No. 194.484 expedida por el Consejo
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Superior de la Judicatura, con dirección de correo electrónico  sami1136@hotmail.com, igualmente se
tiene el correo electrónico de la entidad que represento notificaciones@cundinamarca.gov.co, actuando
como apoderada judicial del  DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA  conforme al poder que se
adjunta y que fue conferido por la Directora de Defensa Judicial y Extrajudicial del Departamento de
Cundinamarca, me dirijo al Despacho con el fin de CONTESTAR LA DEMANDA  de la referencia, lo
anterior teniendo en cuenta que el día 28 de octubre del 2022, mi representado fue notificado mediante
correo electrónico.
 
Anexo:
 

1.     Contestación de la demanda
2.     Poder 
3.     Contestación demanda
4.     Expediente administrativo
5.     Solicitud de reconocimiento de personería

   

Cordialmente,
 
GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA
Apoderada
Departamento de Cundinamarca​
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Señor 
JUEZ 16 ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 
E.S.D. 
 
 
REF.   CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
RADICADO.  110013335016-2019-00328-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE. JAIME IGNACIO GORDILLO ACOSTA 
DEMANDADO. NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO –
FOMAG  
VINCULADO: GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN. 
 
GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA, identificada con cédula de ciudadanía No. 
52.656.773 de Villeta Cundinamarca, portadora de la tarjeta profesional No. 194.484 
expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, con dirección de correo 
electrónico  sami1136@hotmail.com, igualmente se tiene el correo electrónico de la 
entidad que represento notificaciones@cundinamarca.gov.co, actuando como 
apoderada judicial del DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA conforme al poder 
que se adjunta y que fue conferido por la Directora de Defensa Judicial y 
Extrajudicial del Departamento de Cundinamarca. 
 
Con el presente escrito me dirijo al Despacho con el fin de CONTESTAR LA 
DEMANDA de la referencia, lo anterior teniendo en cuenta que el día 28 de octubre 
de 2022, mi representado fue notificado mediante correo electrónico.  
 
Los días 31 de octubre de 2022 y 1 de noviembre, dos (2) días hábiles siguientes al 
envío del mensaje. (Artículo 199 CPACA) 
 
El traslado de la demanda se surte los 2, 3, 4, 8, 9, 10, 11, 15, 16, 17, 18, 21, 22,23, 
24, 25, 28, 29 y 30 de noviembre de 2022 y  los días 1, 2, 5, 6, 7, 9, 12, 13, 14, 15 
y 16 de diciembre de 2022. (Artículo 172 CPACA) 
 
Bajo esta precisión y estando en el término legal, iniciare con la CONTESTACIÓN 
DE DEMANDA, siguiendo para el efecto la siguiente estructura: 
 
 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
DECLARATIVAS 
 

A LA PRIMER PRETENSIÓN: Debe indicar la suscrita que en lo que 
respecta a mi representado el Departamento de Cundinamarca ME 
OPONGO a que se declare la nulidad del acto ficto configurado el 13 de 
enero de 2016, de la petición radicada ante el DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA, que niega el reconocimiento de la sanción moratoria.  
 
Toda vez que, no se observa en los anexos de la demanda que tal petición 
haya sido radicada. 
 
A LA SEGUNDA PRETENSIÓN: ME OPONGO  a que se declare la nulidad 
del acto ficto o presunto configurado el 13 de enero de 2016 toda vez que, 
como se dijo en el numeral anterior, el demandante no aporta prueba de la 
radicación de la petición aludida. 
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A LA TERCERA:ME OPONGO a que se declare que el demandante tiene 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción por mora en contra de mi 
representado el DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA. Toda vez, que no 
se encuentra en la obligación legal de asumir tal concepto. 
 
A LA TERCERA PRETENSIÓN: No se realiza pronunciamiento alguno, por 
cuanto la solicitud de la demandante, no hace referencia a la entidad que el 
suscrito representa; esto es el DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA. 

 
DE CONDENA 
 

A LA PRIMERA PRETENSIÓN DE CONDENA: ME OPONGO a que se 
condene a mi representado el DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el no pago oportuno de 
las cesantías. Toda vez, que no se encuentra en la obligación legal de asumir 
tal concepto. 
 
A LA SEGUNDA PRETENSIÓN DE CONDENA: ME OPONGO por cuanto 
no existe fundamento para que las pretensiones de la demanda prosperen, 
motivo por el cual, no debe exhortarse al cumplimiento del fallo que se dicte 
dentro del presente proceso. 

 
A LA TERCERA PRETENSIÓN DE CONDENA: ME OPONGO a que se 
condene al valor de los intereses por mora, en la medida que, tal y como y 
se indicó previamente no existe fundamento para el reconocimiento y pago 
de sanción moratoria, mucho menos lo existe para reconocer y pagar los 
intereses por suma de dinero alguna, más aún, cuando lo accesorio sigue la 
suerte de lo principal. 
 
A LA CUARTA PRETENSIÓN DE CONDENA: ME OPONGO a que se 
condene a dar cumplimiento a lo estipulado en el Artículo 188 del CPACA, 
es decir, a que se condene en costas a mi representada, por cuanto, tal y 
como se ha mencionado a lo largo de la presente contestación, no existe 
responsabilidad e incumplimiento por parte de la entidad que represento. 

 
En todo caso, ME OPONGO a la prosperidad de cualquier pretensión que 
endilgue responsabilidad sobre el DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA. 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS  
 
AL PRIMERO: NO ES UN HECHO. Hace referencia a una norma jurídica. 
 
AL SEGUNDO: NO ES UN HECHO. Hace referencia a una norma jurídica. 
 
AL TERCERO: PARCIALMENTE CIERTO toda vez que, la demandante 
presentó solicitud de reconocimiento de las cesantías el día treinta 27 de 
noviembre de dos mil doce (2012), ante mi representado el Departamento de 
Cundinamarca. SIN EMBARGO, NO ME CONSTA si “legalmente” tiene 
derecho, en la medida que eso corresponde a una aseveración jurídica, que 
no corresponde al presente trámite. 
 
AL CUARTO: ES CIERTO. 
 
AL QUINTO: NO ME CONSTA, la fecha en la cual se realizó el pago de las 
cesantías, en la medida que la responsabilidad por el pago de las cesantías 
es una responsabilidad exclusiva de la FIDUPREVISORA S.A. Motivo por el 
cual, es un hecho totalmente ajeno a mi representado. 
 
AL SEXTO: NO ES UN HECHO. Hace referencia a una norma jurídica. 
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AL SÉPTIMO: NO ES UN HECHO. Hace referencia a un pronunciamiento 
del Honorable Consejo de Estado. 
 
AL OCTAVO: Como es un hecho que acumula varios hechos y posiciones 
subjetivas de la parte demandante la suscrita se pronunciara de la siguiente 
manera 
 
ES CIERTO, que el demandante el 27 de noviembre de 2012 solicitó el pago 
de las cesantías. (ANTES DE LA EXPEDICIÓN Y ENTRADA EN VIGENCIA 
DE LA LEY 1955 DE 2019) 

 
Acto seguido la parte demandante relaciona pronunciamiento subjetivo y 
normativo del caso en estudio. 
 
NO ME CONSTA, la fecha en la cual se realizó el pago de las cesantías, en 
la medida que la responsabilidad por el pago de las cesantías es una 
responsabilidad exclusiva de la FIDUPREVISORA S.A. Motivo por el cual, es 
un hecho totalmente ajeno a mi representado. 
 
Finalmente, respecto de la manifestación jurídica, no me pronunciaré por no 
ser un hecho que atañe a los intereses de mi representado el Departamento 
de Cundinamarca. 
 
AL NOVENO: NO ME CONSTA, pero de ser cierto, le correspondía a la 
FIDUPREVISORA asumir esos valores. 
 
AL DÉCIMO: NO ES CIERTO. Se reitera que ante mi representado el 
Departamento de Cundinamarca no se presentó petición y el demandante no 
aporta prueba de estos hechos. 

 
III. EXCEPCIÓN PREVIA 

 
A) FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA  
 
La legitimación en la causa es la facultad que surge del derecho sustancial y 
que deben tener determinadas personas, para formular o contradecir 
respecto de determinado derecho subjetivo sustancial sobre el cual versa la 
pretensión que es objeto del proceso.  
 
Así mismo, las partes en un proceso pueden estar legitimadas para la causa, 
tengan o no el derecho o la obligación sustancial, según se trate de la 
demandante o del demandado, es decir, que no significa que quien no tenga 
derecho sustancial, no estaría legitimado para hacer parte del proceso; en 
conclusión, estar legitimado en la causa significa tener derecho a exigir que 
se resuelva sobre las peticiones formuladas en el libelo demandatorio, es 
decir, sobre la existencia o inexistencia del derecho material. Ahora bien, la 
legitimación en la causa por pasiva es la capacidad jurídica y procesal de la 
parte demandada para comparecer en juicio, la parte demandada debe ser 
la persona que conforme a la ley sustancial está legitimada para discutir, 
oponerse o contradecir una o varias pretensiones de la demandante. 
  
Frente a la excepción de legitimación en la causa por pasiva, el Consejo de 
Estado, ha señalado en sentencia de seis (06) de agosto de dos mil doce 
(2012), con Magistrado Ponente Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, y con 
número de radicado 2012-01063-00, lo siguiente: 
 
“Pues bien, la legitimación en la causa corresponde a la calidad que tiene 
una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda por 
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cuanto es sujeto de la relación jurídica sustancial. En otros términos, consiste 
en la posibilidad que tiene la parte demandante de reclamar el derecho 
invocado en la demanda -legitimación por activa y de hacerlo frente a quien 
fue demandado -legitimación por pasiva-, por haber sido parte de la relación 
material que dio lugar al litigio. Corresponde a un presupuesto procesal de la 
sentencia de fondo favorable a las pretensiones, toda vez que constituye una 
excepción de fondo, entendida ésta como un hecho nuevo alegado por la 
parte demandada para enervar la pretensión, puesto que tiende a destruir, 
total o parcialmente, el derecho alegado por la demandante.”  
 
De conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado se observa que 
la legitimación en la causa por pasiva supone que una determinada entidad 
hace parte de la relación jurídico sustancial que brinda origen al litigio, así 
mismo establece que lógicamente es aquella entidad llamada a responder 
por las eventuales condenas y consecuencialmente encontrarse en la 
capacidad legal de cumplir con la mismas. Ahora bien, en el caso concreto 
las pretensiones de la demandante se agrupan en la solicitud de 
reconocimiento y pago de la indemnización moratoria por el no pago oportuno 
de las Cesantías, lo cual supone que la única entidad llamada a participar del 
litigio, pronunciarse sobre las pretensiones y eventualmente cumplir con 
estas últimas, es aquella entidad que cuenta con la obligación legal y 
reglamentaria de reconocer dicha indemnización.  
 
En el presente caso, la demandante pretende que sea declarado nulo el acto 
ficto generado por la respuesta negativa a la petición de pago de sanción por 
mora por parte del Ministerio de Educación Nacional – FONPREMAG y en 
consecuencia, pretende que se condene a dicha entidad al  pago de la 
sanción moratoria; por ello, el Departamento de Cundinamarca – Secretaría 
de Educación, al no ser sujeto de las pretensiones por la parte demandante, 
al no tener a cargo responsabilidades a favor de la parte demandante, al no 
ser parte de la relación jurídica sustancial que da lugar al litigio, y por 
consiguiente, al no poderse pronunciar frente a las pretensiones de la parte 
demandante, se concluye que no tiene legitimación por pasiva para actuar 
en el presente proceso. 
 
1. NO EXISTE OBLIGACIÓN POR PARTE DEL DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN CONSISTENTE EN 
PAGAR LAS CESANTÍAS NI LA MORA POR EL RETARDO EN EL PAGO 
DE LAS MISMAS. 
 
En este proceso, frente a una eventual condena por la sanción moratoria 
establecida en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, el 
despacho solo podría condenar a la Nación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, pues éste es quien tiene la obligación 
de su reconocimiento y pago, tal como lo indica la Ley 91 de 1989, en el 
numeral 5 del artículo 2: 
 
“5. Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 
causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de 
cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja Nacional de 
Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que hicieren 
sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha 
de promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las 
prestaciones sociales no causadas o no exigibles.” (Subrayado fuera del 
texto) 
 
El Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación, solo actúa en 
el trámite y expedición del acto administrativo de reconocimiento o negación 
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de las solicitudes de los docentes previa aprobación del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, por delegación legal, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 180 de la Ley 115 de 1994 “por la cual se expide la 
Ley General de Educación”, dispone: 
 
“ARTÍCULO 180. RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES SOCIALES. 
Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio serán reconocidas por intermedio del Representante 
del Ministerio de Educación Nacional ante la entidad territorial, a la que se 
encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se 
hará mediante resolución que llevará, además, la firma del coordinador 
regional de prestaciones sociales” (Subrayas fuera del texto)  
 
En el mismo sentido, la Ley 962 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones 
sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los 
organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 
funciones públicas o prestan servicios públicos” señala lo siguiente: 
 
“Artículo 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 
llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial”. 
(Subrayado fuera de texto) 
 
La Secretaría de Educación de Cundinamarca, actuó en nombre y 
representación de la Nación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, en ejercicio de las facultades legales y en especial, las que 
le confiere el artículo 9 de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 952 de 
2005, es decir, actuó como delegada del Ministerio de Educación 
Nacional, luego quien tiene la responsabilidad de responder en el caso 
que no ocupa, es el Estado – Ministerio de Educación - FONPREMAG, y 
no el Departamento de Cundinamarca. Referente a la delegación de 
funciones administrativas la Corte Constitucional en sentencia C 036 del 
veinticinco (25) de enero de dos mil cinco (2005), con Magistrado Ponente 
Humberto Antonio Sierra Porto, ha señalado: 
 
“La delegación de funciones administrativas es entonces una forma de 
organizar la estructura institucional para el ejercicio de la función 
administrativa, junto con la descentralización y la desconcentración. Estas 
figuras tienen semejanzas, pues implican una cierta transferencia de 
funciones de un órgano a otro, pero presentan diferencias importantes, ya 
que la delegación y la desconcentración suponen que el titular original de las 
atribuciones mantiene el control y la dirección política y administrativa sobre 
el desarrollo de esas funciones, mientras que en la descentralización no 
existe ese control jerárquico, debido a la autonomía propia de la entidad 
descentralizada en el ejercicio de la correspondiente atribución”. (Subrayado 
fuera de texto) 
 
El Consejo de Estado ha mantenido su postura frente a que la entidad 
responsable del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago 
inoportuno de las cesantías parciales o definitivas es la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, siendo que este sí funge 
en calidad de ordenador del gasto, además de supervisar las resoluciones 
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que son expedidas por la entidad territorial en su nombre y representación 
en virtud de la delegación. En este sentido, dicha corporación en sentencia 
del siete (07) de febrero de dos mil diecinueve (2019), en el proceso No. 2014 
00763, en el cual se demandó a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, DEPARTAMENTO DEL TOLIMA, consideró lo siguiente: 
 
“Además, se precisa que la sanción se impondrá con cargo al Fondo de  
Prestaciones Sociales del Magisterio por todo el tiempo de la mora, pues es 
la autoridad encargada del pago de la prestación. En reciente 
pronunciamiento de la Sala, en torno a esa responsabilidad se señaló lo 
siguiente: 
 
En el presente caso se observa que, tal como lo señaló el a quo no es 
procedente la vinculación del Departamento de Santander y del Municipio de 
Floridablanca, toda vez que conforme lo expuesto en precedencia, la 
obligación de reconocimiento y pago de las cesantías de la demandante, le 
corresponde al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y no a las 
entidades territoriales. 
 
Estas últimas únicamente tienen a su cargo elaborar el proyecto de 
resolución de reconocimiento para que sea aprobado o improbado por la 
entidad fiduciaria y es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio el obligado a efectuar o materializar el pago que de la suscripción 
del acto emane. 
 
Así pues, el Despacho rectifica la posición asumida mediante providencia de 
11 de diciembre de 2017, y reitera la interpretación pacífica de la Sección 
Segunda del Consejo de Estado, consistente en que en los procesos 
judiciales de nulidad y restablecimiento del derecho promovidos ante esta 
jurisdicción contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, en los 
que se discuta el reconocimiento de prestaciones sociales, no es 
procedente la vinculación de las entidades territoriales. 
 
Esto, ya que las consecuencias económicas que se deriven de los actos 
administrativos proferidos en virtud de la desconcentración 
administrativa dada en la secretarías de educación territoriales de los 
entes certificados, radica única y exclusivamente en la Nación –
Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.” (Resalta la Sala). 
 
Siguiendo esa línea, la Sala declarará probada de oficio la excepción  de falta 
de legitimación del Departamento del Tolima.” 
 
Conforme a los apartes citados, y a la integridad de las providencias que se 
mencionan, es claro que no procede la condena a la entidad territorial 
Departamento de Cundinamarca - Secretaría de Educación, al pago de la 
sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 
1071 de 2006, ya que  esta entidad NO es responsable del pago y 
reconocimiento de las  prestaciones sociales de los docentes, y por  tanto, 
tampoco lo es, del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por su pago 
inoportuno, pues si bien actúa en el procedimiento, lo hace en nombre y 
representación de la entidad obligada legalmente a ello, esta es, LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, entidad que mantiene su 
responsabilidad frente a su obligación de reconocimiento y pago de las 
prestaciones sociales de los docentes. 
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En estos casos, el Departamento de Cundinamarca se limita al cumplimiento 
de una delegación legal y reglamentaria, como es la expedición de los actos 
administrativos de reconocimiento o negación de las solicitudes de los 
docentes previa aprobación y validación de la FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A., por lo tanto, no le sería posible ejecutar la sentencia, toda vez que, es 
el NACIÓN -  MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL  –  FONDO  
NACIONAL  DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, quien 
decide la aprobación o no, y la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es la que 
administra los recursos de ese fondo, prestaciones que no se cancelan con 
recursos de los entes territoriales. Por lo anterior, el DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN no tiene legitimación en 
la causa por pasiva y no puede ser condenado en el presente proceso. 
 
2. NO ES APLICABLE PARA EL PRESENTE CASO, LA LEY 1955 DE 
2019, EN LA QUE SE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN A CARGO DE LAS 
ENTIDADES TERRITORIALES DE PAGAR LA SANCIÓN POR MORA EN 
EL PAGO DE LAS CESANTÍAS. 
 
Si bien es cierto, que la Ley 1955 de 2019, “por medio de la cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”, establece en el parágrafo del 
artículo 57 por primera vez, la obligación de las entidades territoriales de 
pagar la sanción por mora en el pago de las cesantías en los eventos en los 
que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento 
de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago 
de cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, no es aplicable en el 
presente caso porque en primer lugar, no hay norma vigente que regule los 
plazos para la radicación y entrega de solicitud de pago por parte de la 
Secretaría de Educación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, y en segundo lugar, los efectos de la Ley 1955 de 2019 son 
hacia el futuro, razón por la cual no se aplica a casos como este, en el 
que las situaciones jurídicas ya fueron consolidadas bajo el amparo de otras 
disposiciones normativas. 

 
“Ley 1955 de 2019. Artículo 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE 
LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los 
docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por 
la Secretaría de Educación de la entidad territorial, y pagadas por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (...) PARÁGRAFO. La 
entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos 
para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de 
la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las 
cesantías.” 
 
2.1. NO EXISTE NORMA VIGENTE QUE REGULE LOS PLAZOS PARA LA 
RADICACIÓN Y ENTREGA DE SOLICITUD DE PAGO POR PARTE DE LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN AL FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
En su momento, el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 establecía un 
trámite para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el en el cual se 
regulaba la gestión de las Secretarías de Educación y se establecía un plazo 
de quince (15) días hábiles para la radicación y la entrega de solicitud a la 
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sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 
aprobación, y así mismo, establecía un plazo de posterior de quince (15) días 
hábiles para que la sociedad fiduciaria impartiera su aprobación o indicara de 
manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, de la siguiente 
manera: 
“Artículo 3°. GESTIÓN A CARGO DE LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el 
artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas 
con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magister, será efectuada a través de las secretarías de 
educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que 
haga sus veces (…) 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 
solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de 
los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 
del presente artículo. (…) 
 
Artículo 4°. TRÁMITE DE SOLICITUDES. (…) 
 
Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de 
resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de 
manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello 
a la respectiva secretaría de educación. 
 
Artículo 5°. RECONOCIMIENTO. Aprobado el proyecto de resolución por la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá 
ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y 
notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la 
ley.” 
 
Sin embargo, el Decreto 2831 de 2005 no puede ser aplicado en vista de que 
establece trámites y términos diferentes a los previstos en la Ley 244 de 
1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, para el reconocimiento y pago de 
la cesantía, por lo cual sobre aquel aplica la excepción de ilegalidad. En este 
sentido, la sentencia de unificación 580 del dieciocho (18) de julio de dos mil 
dieciocho (2018) del Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección B, 
con Consejera Ponente Sandra Lisset Ibarra Vélez, en el que es demandado 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES  DEL  MAGISTERIO Y  DEPARTAMENTO  
DEL  TOLIMA, se  estableció lo siguiente: 
 
“En ese orden de ideas, en atención a que como se expuso, el Decreto  2831 
de 2005 estableció un procedimiento para el reconocimiento de las  
prestaciones sociales que difiere del fijado por la Ley 244 de 1995, 
modificada por la Ley 1071 de 2006, en cuanto a los términos previstos para 
el efecto, ello es lo que hace necesario que se determine su aplicación o no 
en los asuntos materia de debate. 
 
(…) de la propia Carta también se desprende que las leyes expedidas por el 
Congreso dentro de la órbita de competencias que le asigna la Constitución, 
ocupan, en principio, una posición prevalente en la escala normativa frente 
al resto del ordenamiento jurídico. Esta conclusión se extrae de diversas 
disposiciones, entre otras aquellas referentes a los deberes y facultades que, 
según el artículo 189 de la Constitución, le corresponden al presidente  frente  
a  ley.  En  efecto,  esta  disposición le impone “promulgar las leyes, 
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obedecerlas y velar por su estricto cumplimiento” (numeral 10°), y “ejercer la 
potestad reglamentaria, mediante la expedición de decretos, resoluciones y 
órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes” (numeral 11°). 
Así las cosas, tenemos que los actos administrativos de contenido normativo, 
deben tener por objeto el obedecimiento y cumplimiento de la ley, de donde 
se deduce su sujeción a aquella. Igualmente, las normas superiores que 
organizan la jurisdicción contencioso-administrativa y señalan sus 
atribuciones (artículo 237 superior), encuentran su finalidad en la voluntad 
del constituyente de someter la acción administrativa al imperio de la ley.» 
 
Así las cosas, la Sala de Sección considera que no hay lugar a la  aplicación 
conjunta del Decreto 2831 de 2005 en el trámite del  reconocimiento y pago 
de las cesantías de los docentes, y de la Ley 1071  de 2006129 para la 
sanción moratoria en el evento en que la entidad  pagadora  incumpla  el  
plazo,  pues  ello  desconocería  la  jerarquía normativa de la ley sobre el 
reglamento. 
 
En consecuencia, estima la Sala que el Decreto Reglamentario 2831 de  
2005 desconoce la jerarquía normativa de la ley, al establecer trámites y  
términos diferentes a los previstos en ella para el reconocimiento y pago  de 
la  cesantía, que como hemos visto,  resultan aplicables al sector docente 
oficial. Por ende, y a pesar de no ser objeto de este proceso, en  desarrollo 
de la llamada «excepción de ilegalidad», consagrada en el  artículo 148 de la 
Ley 1437 de 2011, la Sala inaplicará para los efectos de  la unificación 
jurisprudencial contenida en esta providencia, la  mencionada norma 
reglamentaria, e instará al Gobierno Nacional a que en futuras 
reglamentaciones tenga en cuenta los términos y límites prescritos en la ley 
para la causación de la sanción moratoria por la mora en el pago de las 
cesantías.” (Subrayado fuera de texto) 
 
El Decreto 2831 de 2005, era la norma que fijaba los plazos en los que se 
debía realizar la radicación y entrega del proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento de pago de cesantía por parte de la Secretaría de Educación 
territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que, 
por lo anteriormente expuesto, es ilegal y no se puede aplicar ya que 
desconoce la jerarquía normativa al regular de manera diferente lo que ya 
estaba establecido en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 
2006, dejando así, un vacío normativo con relación a los términos que debe 
cumplir la Secretaría de Educación para realizar dicho trámite. Por esta 
razón, el Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación, no 
podría ser obligado a cumplir términos que no existen, ni podría ser 
condenado al pago de la sanción de mora por no pago de cesantías por 
incumplimiento de unos plazos que aún no han sido establecidos en la ley. 
 
2.2. LOS EFECTOS DE LA LEY 1955 DE 2019 SON HACIA EL FUTURO, 
POR LO QUE NO SE PUEDE APLICAR A SITUACIONES JURÍDICAS YA 
FUERON CONSOLIDADAS BAJO EL AMPARO DE OTRAS 
DISPOSICIONES NORMATIVAS. 
 
Aunque existiera norma que regulara los plazos en los que la de la Secretaría 
de Educación territorial debía realizar la radicación y entrega de la solicitud 
de pago de cesantías al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, la responsabilidad endilgada en el parágrafo del artículo 57 de la 
Ley 1955 de 2019, no sería aplicable en el presente caso porque los hechos 
y los derechos causados se produjeron antes de la vigencia de la 
mencionada ley, esto es, el veinticinco (25) de mayo de dos mil 
diecinueve (2019), y los efectos de la misma son hacia el futuro. 
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Lo anterior, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Política, que 
señala que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales 
y administrativas y que solamente se puede juzgar bajo la aplicación de 
normas preexistentes al acto que se imputa. 
 
Con relación a los efectos de la ley en el tiempo, la Corte Constitucional en 
sentencia de C 619 del catorce (14) de junio de dos mil uno (2001), con 
Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra, indicó lo siguiente: 
 
“Con fundamento en las normas constitucionales transcritas, puede afirmarse 
que en relación con los efectos de la ley en el tiempo la regla general es la 
irretroactividad, entendida como el fenómeno según el cual  la ley nueva rige 
todos los hechos y actos que se produzcan a partir de  su vigencia. 
Obviamente, si una situación jurídica se ha consolidado completamente bajo 
la ley antigua, no existe propiamente un conflicto de leyes, como tampoco se 
da el mismo cuando los hechos o situaciones que deben ser regulados se 
generan durante la vigencia de la ley nueva. La necesidad de establecer cuál 
es la ley que debe regir un determinado asunto, se presenta cuando un hecho 
tiene nacimiento bajo la ley antigua pero sus efectos o consecuencias se 
producen bajo la nueva, o cuando se realiza un hecho jurídico bajo la ley 
antigua, pero la ley nueva señala nuevas condiciones para el reconocimiento 
de sus efectos. 
 
La fórmula general que emana del artículo 58 de la Constitución para 
solucionar los anteriores conflictos, como se dijo, es la irretroactividad de la 
ley, pues ella garantiza que se respeten los derechos legítimamente 
adquiridos bajo la ley anterior, sin perjuicio de que se afecten las meras 
expectativas de derecho.” (Subrayado fuera de texto) 
 
Siguiendo la normatividad precedente, se tiene que la aplicación de la ley es 
hacia el futuro, y no hay conflicto de aplicación de la ley cuando la situación 
jurídica se ha consolidado completamente bajo la ley antigua. 
 
En el presente caso, el demandante pretende que se condene al pago y 
reconocimiento de la sanción moratoria correspondiente a una petición de 
cesantía radicada en el 27 de noviembre de 2012, presunto derecho causado  
antes de la vigencia de la Ley 1955 DE 2019, esto es, del veinticinco (25) de  
mayo de dos mil diecinueve (2019), razón por la cual, no es viable la 
aplicación de la atribución de la responsabilidad establecida en esta Ley a 
cargo del  Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación. 
 
De esta manera, es evidente que el Departamento de Cundinamarca – 
Secretaría de Educación no es responsable a ningún título del pago de la 
sanción por mora en el no pago de las cesantías en el presente caso, y como 
tampoco es sujeto de las pretensiones de la demanda, ni es parte de la 
relación jurídica sustancial que da lugar al litigio (por lo que no se puede 
pronunciar frente a las pretensiones de la parte demandante), solicito 
respetuosamente al despacho declarar probada la excepción de falta de 
legitimación en la causa por pasiva y desvincular al DEPARTAMENTO 
DE CUNDINAMARCA del presente proceso. como quiera que la entidad 
llamada a responder frente a una eventual condena, es el Ministerio de 
Educación Nacional – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO.  

 
I. EXCEPCIONES DE MÉRITO  

 
A) INEXISTENCIA DE OBLIGACIONES A CARGO DEL DEPARTAMENTO 
DE CUNDINAMARCA. 
 



 

 

 

Calle 26 #51-53 Bogotá D.C. 

Sede Administrativa - Torre Central Piso 7. 

Código Postal: 111321 – Teléfono:  749 1692 
 

El Departamento de Cundinamarca - Secretaría de Cundinamarca no es 
responsable por el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
establecida en La Ley 244 de 1995 (modificada por la Ley 1071 de 2006), 
pues la entidad llamada a responder es la NACIÓN - MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, dado que el reconocimiento y pago de las 
prestaciones del magisterio se encuentra a cargo del Fondo Nacional del 
Magisterio. En tal sentido, la Ley 91 de 1989, en el numeral 5 del artículo 2 
dispone que “Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado 
que se causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, 
son de cargo de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 
El Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación, solo actúa en 
el trámite y expedición del acto administrativo de reconocimiento o negación 
de las solicitudes de los docentes previa aprobación del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, por delegación legal, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 180 de la Ley 115 de 1994 “por la cual se expide la 
Ley General de Educación”, en la cual se indica que “Las prestaciones 
sociales que pagará  el  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  
Magisterio serán reconocidas por intermedio del Representante del Ministerio 
de Educación  Nacional ante la entidad territorial, a la que se encuentre 
vinculado el docente”. (Destacado fuera de texto) 
 
En el mismo sentido, la Ley 962 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones 
sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los 
organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 
funciones públicas o prestan servicios públicos” señala lo siguiente: 
 
“Artículo 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que 
llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial”. 
 
Por lo anterior, se puede concluir que el pago de las prestaciones sociales 
de los docentes le corresponde directamente al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que es la entidad que legalmente y 
por estricta competencia, debe cancelar esta prestación. 
 
Es importante advertir  que la Secretaría de Educación de Cundinamarca, 
actuó en nombre y representación de la Nación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en ejercicio de las facultades legales y 
en especial las que le confiere el artículo 9 de la Ley 91 de 1989 y el artículo 
56 de la Ley 952 de 2005, es decir, actuó como delegada del Ministerio de 
Educación Nacional, luego quien tiene la responsabilidad de responder es el 
Estado – Ministerio de Educación - FONPREMAG, y no el Departamento de 
Cundinamarca, para el caso que nos ocupa. 
 
La Corte Constitucional en sentencia C 036 del veinticinco (25) de enero de 
dos mil cinco (2005), con Magistrado Ponente Humberto Antonio Sierra 
Porto, ha señalado, sobre la delegación de funciones administrativas dispuso 
lo siguiente: 
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“La delegación de funciones administrativas es entonces una forma de 
organizar la estructura institucional para el ejercicio de la función 
administrativa, junto con la descentralización y la desconcentración 
 
Estas figuras tienen semejanzas, pues implican una cierta transferencia de 
funciones de un órgano a otro, pero presentan diferencias importantes, ya 
que la delegación y la desconcentración suponen que el titular  original de las 
atribuciones mantiene el control y la dirección política y  administrativa sobre 
el desarrollo de esas funciones, mientras que en la descentralización no 
existe ese control jerárquico, debido a la autonomía propia de la entidad 
descentralizada en el ejercicio de la correspondiente atribución”. (Subrayado 
fuera de texto) 
 
Existen muchos pronunciamientos tanto de los Tribunales Administrativos, 
como del Consejo de Estado endilgándole al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio la obligación de responder por los 
pagos de las prestaciones sociales de los docentes afiliados, como en el 
presente caso, y de ahí que reiteramos que el Departamento de 
Cundinamarca – Secretaría de Educación, es simplemente un operador y por 
lo tanto, no debe condenarse al pago de la cesantía ni al pago de la sanción 
moratoria establecida en la Ley 244 de 1995 (modificada por la Ley 1071 de 
2006), pues cualquier incumplimiento o reproche en la negativa del 
reconocimiento y pago de una prestación social debe ser imputable a la 
entidad obligada a ello, esto es LA NACIÓN – MINISTERIO NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
Mediante sentencia del Magistrado Ponente Dr. WILLIAM HERNÁNDEZ 
GÓMEZ, de la Sección Segunda Subsección C, Sala de lo contencioso 
administrativo del Consejo de Estado, del veinte (20) de septiembre de dos 
mil dieciocho (2018) radicación No. 2013 00454 01, demandante LUCY 
ARTEAGA ORTIZ, contra MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y 
DEPARTAMENTO DEL TOLIMA, sostuvo: “La Subsección sostendrá que en 
el caso de los docentes oficiales afiliados al FNPSM, es la Nación, Ministerio 
de Educación Nacional, con cargo a los recursos del citado fondo, la entidad 
obligada al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el desembolso 
tardío de las cesantías. Veamos: (...) En conclusión, es con cargo al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio que se cubren tanto las 
cesantías de los docentes afiliados a este, como la sanción moratoria que se 
cause, sin que tenga responsabilidad alguna el ente territorial”. (Subrayado 
fuera del texto) 
 
Conforme a lo anterior, es claro que el Departamento de Cundinamarca - 
Secretaría de Educación, al proferir las resoluciones de reconocimiento de 
prestaciones sociales está cumpliendo con un encargo, es decir, en ejercicio 
de las facultades que confiere el artículo 56 de la ley 962, y el Decreto 2631 
de 2005. 
 
En la sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda Subsección A, con Ponencia del 
Magistrado Dr. RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS, del siete (07) de 
febrero de dos mil diecinueve (2019), dentro del proceso No. 2014 00763, 
demandante ALICIA QUINTANA ANDRADE, contra la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, DEPARTAMENTO DEL 
TOLIMA, se indicó lo siguiente: “Además, se precisa que la sanción se 
impondrá con cargo al Fondo de  Prestaciones Sociales del Magisterio por 
todo el tiempo de la mora, pues  es la autoridad encargada del pago de la 
prestación. En reciente pronunciamiento de la Sala, en torno a esa 
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responsabilidad se señaló lo siguiente: En el presente caso se observa que, 
tal como lo señaló el a quo no es procedente la vinculación del Departamento 
de Santander y del Municipio de Floridablanca, toda vez que conforme lo 
expuesto en precedencia, la obligación de reconocimiento y pago de las 
cesantías de la demandante, le corresponde al Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio y no a las entidades territoriales.  Estas últimas 
únicamente tienen a su cargo elaborar el proyecto de resolución de 
reconocimiento para que sea aprobado o improbado por la entidad fiduciaria 
y es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio el obligado 
a efectuar o materializar el pago que de la suscripción del acto emane.” 
 
De esta forma, el Consejo de Estado ha mantenido su postura frente a que 
la entidad responsable del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por 
pago inoportuno de las cesantías parciales o definitivas es la NACIÓN - 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, siendo que este sí funge 
en calidad de ordenador del gasto, además de supervisar las resoluciones 
expedidas por la entidad territorial en su nombre y representación en virtud 
de la delegación, como se mencionó con anterioridad. 
 
Conforme a los apartes citados, y a la integridad de las providencias que se 
mencionan, es claro que no procede condena alguna sobre la entidad 
territorial Departamento de Cundinamarca - Secretaria de Educación, con 
relación al pago de la sanción moratoria establecida en la Ley 244 de 1995, 
modificada por la Ley 1071 de 2006, ya que esta entidad no es responsable 
del pago y reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, y 
por tanto, tampoco del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por su 
pago inoportuno, pues si bien, sí actúa en el procedimiento, lo hace en 
nombre y representación de la entidad obligada legalmente a ello, esto es LA 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, entidad que mantiene 
su responsabilidad frente a su obligación de reconocimiento y pago de las 
prestaciones sociales de los docentes. 
 
El Departamento de Cundinamarca se limita al cumplimiento de una 
delegación legal y reglamentaria, como es la expedición de los actos 
administrativos de reconocimiento o negación de las solicitudes de los 
docentes previa aprobación y validación de la FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A., por lo tanto, no se genera en su cabeza obligación alguna con los 
solicitantes, toda vez que, es el NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO quien decide la aprobación o no, y la FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A., la que administra los recursos de ese fondo, prestaciones 
que no se cancelan con recursos de los entes territoriales. 
 
B) INAPLICABILIDAD DE LA LEY 1955 DE 2019, “POR MEDIO DE LA 
CUAL SE EXPIDE EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2018-2022”, 
Y SE LE ENDILGA RESPONSABILIDAD A LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES. 
 
La Ley 1955 de 2019, “por medio de la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2018-2022”, establece en el parágrafo del artículo 57 por primera 
vez, la obligación de las entidades territoriales de pagar la sanción por mora 
en el pago de las cesantías en los eventos en los que el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos 
para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de 
la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, sin embargo, dicha normatividad no es aplicable en 
el presente caso porque (i), no hay norma que regule los plazos para la 
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radicación y  entrega de solicitud de pago por parte de la Secretaría de 
Educación al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y (ii), 
porque los efectos de la Ley 1955 de 2019 son hacia el futuro, y no se aplica 
a casos como este, en el que las situaciones jurídicas ya fueron consolidadas 
bajo el amparo de otras disposiciones normativas. 
 
“Ley 1955 de 2019. Artículo 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE 
LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los 
docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas y liquidadas por 
la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (...) PARÁGRAFO. La 
entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos 
para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de 
la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las 
cesantías.” 
 
(i) INEXISTENCIA DE NORMA QUE REGULE LOS PLAZOS PARA LA 
RADICACIÓN Y ENTREGA DE SOLICITUD DE PAGO POR PARTE DE LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN AL FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
En su momento, el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 establecía un 
trámite para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el en el cual se 
regulaba la gestión de las secretarías de educación y se establecía un plazo 
de quince (15) días hábiles para la radicación y la entrega de solicitud a la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 
aprobación, y así mismo, establecía un plazo de posterior de quince (15) días 
hábiles para que la sociedad fiduciaria impartiera su aprobación o indicara de 
manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, de la siguiente 
manera: 
 
“Artículo 3°. GESTIÓN A CARGO DE LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN. 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el 
artículo  56  de  la  Ley  962  de  2005,  la  atención  de  las  solicitudes 
relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las 
secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la 
dependencia que haga sus veces (…) 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 
dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 
solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de 
los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 
del presente artículo. (...) 
Artículo 4°. TRÁMITE DE SOLICITUDES. (...) Dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria 
deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su 
decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de 
educación. 
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Artículo 5°. RECONOCIMIENTO. Aprobado el proyecto de resolución por la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá 
ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y 
notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la 
ley.” 
 
Sin embargo, el Decreto 2831 de 2005 no puede ser aplicado en vista de que 
establece trámites y términos diferentes a los previstos en la Ley 244 de 
1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, para el reconocimiento y pago de 
la cesantía, por lo cual, sobre aquel aplica la excepción de ilegalidad. En este 
sentido, la sentencia de unificación 580 del dieciocho (18) de julio de dos mil 
dieciocho (2018) del Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección B, 
con Consejera Ponente Sandra Lisset Ibarra Vélez, en el que es demandado 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO DEL 
TOLIMA, se estableció lo siguiente: 
 
“En ese orden de ideas, en atención a que como se expuso, el Decreto  2831 
de 2005 estableció un procedimiento para el reconocimiento de las  
prestaciones sociales que difiere del fijado por la Ley 244 de 1995, 
modificada por la Ley 1071 de 2006, en cuanto a los términos previstos para  
el  efecto,  ello es  lo  que  hace  necesario que  se determine su aplicación 
o no en los asuntos materia de debate 
 
(...) de la propia Carta también se desprende que las leyes expedidas por el 
Congreso dentro de la órbita de competencias que le asigna la Constitución, 
ocupan, en principio, una posición prevalente en la escala normativa frente 
al resto del ordenamiento jurídico. Esta conclusión se extrae de diversas 
disposiciones, entre otras aquellas referentes a los deberes y facultades que, 
según el artículo 189 de la Constitución, le corresponden al presidente frente 
a ley. En efecto, esta disposición le impone “promulgar las leyes, obedecerlas 
y velar por su estricto cumplimiento” (numeral 10°), y “ejercer la potestad 
reglamentaria, mediante la expedición de decretos, resoluciones y órdenes 
necesarios para la cumplida ejecución de las leyes” (numeral 11°). Así las 
cosas, tenemos que los actos administrativos de contenido normativo, deben 
tener por objeto el obedecimiento y cumplimiento de la ley, de donde se 
deduce su sujeción a aquella. Igualmente, las normas superiores que 
organizan la jurisdicción contencioso-administrativa y señalan sus 
atribuciones (artículo 237 superior), encuentran su finalidad en la voluntad 
del constituyente de someter la acción administrativa al imperio de la ley.» 
Así las cosas, la Sala de Sección considera que no hay lugar a la aplicación 
conjunta del Decreto 2831 de 2005 en el trámite del reconocimiento y pago 
de las cesantías de los docentes, y de la Ley 1071 de 2006129 para la 
sanción moratoria en el evento en que la entidad pagadora incumpla el plazo, 
pues ello desconocería la jerarquía normativa de la ley sobre el reglamento. 
 
En consecuencia, estima la Sala que el Decreto Reglamentario 2831 de 2005 
desconoce la jerarquía normativa de la ley, al establecer trámites y términos 
diferentes a los previstos en ella para el reconocimiento y pago de la 
cesantía, que como hemos visto, resultan aplicables al sector docente oficial. 
Por ende, y a pesar de no ser objeto de este proceso, en desarrollo de la 
llamada «excepción de ilegalidad», consagrada en el artículo 148 de la Ley 
1437 de 2011, la Sala inaplicará para los efectos de la unificación 
jurisprudencial contenida en esta providencia, la mencionada norma 
reglamentaria, e instará al Gobierno Nacional a que en futuras 
reglamentaciones tenga en cuenta los términos y límites prescritos en la ley 
para la causación de la sanción moratoria por la mora en el pago de las 
cesantías.” 
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El Decreto 2831 de 2005,  era la norma que fijaba los plazos en los que se 
debía realizar la radicación y entrega del proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento de pago de cesantía por parte de la Secretaría de Educación 
territorial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que, 
por lo anteriormente expuesto, es ilegal y no se puede aplicar ya que 
desconoce la jerarquía normativa al regular de manera diferente lo que ya 
estaba establecido en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 
2006, dejando así, un vacío normativo con relación a los términos que debe 
cumplir la Secretaría de Educación para realizar dicho trámite. Por esta 
razón, el Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación, no 
podría ser obligado a cumplir términos que no existen, ni podría ser 
condenado al pago de la sanción de mora por no pago de cesantías por 
incumplimiento de unos plazos que aún no han sido establecidos en la ley. 
 
(ii) LOS EFECTOS DE LA LEY 1955 DE 2019 SON HACIA EL FUTURO, 
RAZÓN POR LA CUAL NO SE APLICA A CASOS EN LOS QUE LAS 
SITUACIONES JURÍDICAS YA FUERON CONSOLIDADAS BAJO EL 
AMPARO DE OTRAS DISPOSICIONES NORMATIVAS. 
 
Aunque existiera norma que regulara los plazos en los que la de la Secretaría 
de Educación territorial debía realizar la radicación y entrega de la solicitud 
de pago de cesantías al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, la responsabilidad endilgada en el parágrafo del artículo 57 de la 
Ley 1955 de 2019, no sería aplicable en el presente caso porque los hechos 
y los derechos causados se produjeron antes de la vigencia de la 
mencionada ley, esto es, el veinticinco (25) de mayo de dos mil diecinueve 
(2019), y los efectos de la misma son hacia el futuro. 
 
Lo anterior, con fundamento en el artículo 29 de la Constitución Política, que 
señala que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales 
y administrativas y que solamente se puede juzgar bajo la aplicación de 
normas preexistentes al acto que se imputa. 
 
Con relación a los efectos de la ley en el tiempo, la Corte Constitucional en 
sentencia de C 619 del catorce (14) de junio de dos mil uno (2001), con 
Magistrado Ponente Marco Gerardo Monroy Cabra, indicó lo siguiente: 
 
“Con fundamento en las normas constitucionales transcritas, puede afirmarse 
que en relación con los efectos de la ley en el tiempo la regla general es la 
irretroactividad, entendida como el fenómeno según el cual la ley nueva rige 
todos los hechos y actos que se produzcan a partir de su vigencia. 
Obviamente, si una situación jurídica se ha consolidado completamente bajo 
la ley antigua, no existe propiamente un conflicto de leyes, como tampoco se 
da el mismo cuando los hechos o situaciones que deben ser regulados se 
generan durante la vigencia de la ley nueva. La necesidad de establecer cuál 
es la ley que debe regir un determinado asunto, se presenta cuando un hecho 
tiene nacimiento bajo la ley antigua pero sus efectos o consecuencias se 
producen bajo la nueva, o cuando se realiza un hecho jurídico bajo la ley 
antigua, pero la ley nueva señala nuevas condiciones para el reconocimiento 
de sus efectos. 
 
La fórmula general que emana del artículo 58 de la Constitución para 
solucionar los anteriores conflictos, como se dijo, es la irretroactividad de la 
ley, pues ella garantiza que se respeten los derechos legítimamente 
adquiridos bajo la ley anterior, sin perjuicio de que se afecten las meras 
expectativas de derecho.” 
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Siguiendo la normatividad precedente, se tiene que la aplicación de la ley es 
hacia el futuro, y no hay conflicto de aplicación de la ley cuando la situación 
jurídica se ha consolidado completamente bajo la ley antigua. 
 
En el presente caso, el demandante pretende que se condene al pago y 
reconocimiento de la sanción moratoria correspondiente al periodo 
comprendido entre el diecinueve(19) de febrero de dos mil diecisiete (2017) 
y el cinco (05) de octubre de dos mil diecisiete (2017), presunto derecho 
causado antes de la vigencia de la Ley 1955 DE 2019, esto es el veinticinco 
(25) de mayo de dos mil diecinueve (2019), razón por la cual, no es viable la 
aplicación de la atribución de la responsabilidad establecida en esta Ley a 
cargo del Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación. 
 
Por lo anteriormente expuesto, se puede concluir que no es aplicable para el 
presente caso la responsabilidad endilgada al Departamento de 
Cundinamarca - Secretaría de Educación, en el parágrafo del artículo 57 de 
la Ley La Ley 1955 de 2019, sobre el pago de las cesantías en los eventos 
en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la 
solicitud de pago de al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, debido a que no hay norma que regule los plazos para dicho 
trámite, y aun si existiera, la Ley 1955 de 2019 tiene efectos hacia el futuro, 
por lo que no es aplicable a casos como este, en el que la situación jurídica 
fue consolidada bajo el amparo de otras disposiciones normativas; la única 
entidad llamada a responder en este caso, sería LA NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, tal como se explicó en la anterior excepción 
de mérito presentada. 
 
C) COSA JUZGADA  
 
En virtud de la manifestación hecha por la demandante “(...)de la mora 
anteriormente descrita, se recibió el pago parcial por valor de $15.520.817, 
el cual fue puesto a disposición por parte de la FIDUPREVISORA S.A., a 
partir del 19 de enero de 2021,(...)” se extracta que ya fue cancelada la 
moratoria solicitada por la entidad competente, esto es la FIDUPREVISORA, 
motivo por el cual se debe declarar probada esta excepción, pues 
precisamente es la FIDUPREVISORA la entidad que legalmente y por 
estricta competencia, debe cancelar esta prestación, toda vez que para la 
época de los hechos y/o de la solicitud 27 de noviembre de 2012, era ésta 
la entidad responsable. 
 
D) LA LIQUIDACIÓN DE LA SANCIÓN MORATORIA NO DA LUGAR A 
INDEXACIÓN. 
  
Esta sanción por mora debe liquidarse con base en el salario percibido por la 
demandante al momento de la mora, y sobre ella, no procede la indexación 
pues en la misma sentencia de unificación citada anteriormente se indicó:  
 
“En suma, la naturaleza sancionadora, el cuantioso cómputo sistemático y 
prolongado en el tiempo sin que implique periodicidad, y la previsión 
intrínseca del ajuste del salario base con el IPC, indican con toda certeza que 
la sanción moratoria no puede indexarse a valor presente, razón por la cual, 
la Sección Segunda del Consejo de Estado sentará jurisprudencia en tal 
sentido. Sin embargo, ello no implica el ajuste a valor de la condena eventual, 
en los términos descritos en el artículo 187 del CPACA.”  
 
Por lo anterior, en dado caso que este despacho considere que la 
demandante tiene derecho al pago de la sanción moratoria, este valor debe 
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contabilizarse de acuerdo con los parámetros y por el tiempo 
específicamente señalado en la norma, el valor no podrá ser indexado a valor 
presente, tal como lo señala el Consejo de Estado en su jurisprudencia.  

 
E) ENRIQUECIMIENTO INJUSTO 
  
Sin que signifique el reconocimiento de derecho alguno, significaría un 
enriquecimiento injusto cualquier suma que se le reconozca a la parte actora 
que esté a cargo de mi representada, toda vez que no existe causa, 
legitimación ni fundamento jurídico o fáctico que la justifique.  
 
F) PRESCRIPCIÓN 
  
Sin que suponga la aceptación de ninguna clase de derecho en cabeza de la 
parte actora, y las pretensiones que se reclaman, se propone esta excepción 
ante el caso en que se reconozcan acreencias o derechos en cabeza de la 
parte actora, a cargo de mi representada.  
 
G) COMPENSACIÓN 
  
Sin que esto implique el reconocimiento de pago alguno a favor de la 
demandante, solicito señor Juez muy respetuosamente que, en el evento de 
declararse alguna condena en contra de mi representada, sean tenidos en 
cuenta los pagos que se le hayan efectuado a la aquí demandante, así como 
los que se logren probar dentro del proceso. 
  
G)) EXCEPCIÓN GENÉRICA O INNOMINADA  
 
Respetuosamente le solicito señor Juez, declarar probada cualquier 
excepción que desestime los fundamentos de hecho o de derecho de la 
presente demanda y/o las excepciones que se prueben en el curso del 
proceso. Por lo anterior, solicito respetuosamente ante su Despacho, 
declarar probada las excepción previa presentada y/o las excepciones de 
fondo planteadas en la presente contestación de la demanda y/o las 
excepciones que se prueben en el curso del proceso, lo que genera, en 
consecuencia, una sentencia desestimatoria de cualquier pretensión 
declaratoria de responsabilidad civil ya sea contractual o extracontractual, 
para el Departamento de Cundinamarca 

 
IV. PRUEBAS 

 
DOCUMENTALES 
 

1. Expediente administrativo. 
 

V. ANEXOS  
 

1. Todos y cada uno de los enunciados en el acápite “V PRUEBAS” 
2. Poder y anexos 

 
VI. NOTIFICACIONES 

 
PARTE DEMANDADA: 
 
El Departamento de Cundinamarca, recibirá notificaciones en la Calle 26 No. 51- 53 
Torre Central, Piso 8, en la ciudad de Bogotá, y en la dirección de correo electrónico 
notificaciones@cundinamarca.gov.co  
 

mailto:notificaciones@cundinamarca.gov.co
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La apoderada del Departamento de Cundinamarca recibirá notificaciones en la Calle 
26 No. 51- 53 Torre Central, Piso 8, en la ciudad de Bogotá, y en la dirección de 
correo electrónico sami1136@hotmail.com  
 
 
 
 
 
 
 
Del señor Juez  
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
GLADYS SAMANTHA TAFRU ESPITIA 
C.C No 52.656.773 
T.P No 194.484 del  Consejo Superior de la Judicatura 
 
 

mailto:sami1136@hotmail.com


 
Señores 
JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 
E.S.D. 
 
REF.   SOLICITUD RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA 

 
RADICADO.   110013335016-2019-00328-00 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE. JAIME IGNACIO GORDILLO ACOSTA 
DEMANDADO. NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONALFONPREMAG y FIDUPREVISORA S.A. 

 
VINCULADO.  DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA 

GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA, mayor de edad, identificada con Cédula de ciudadanía No. 
52.656.773 de Villeta Cundinamarca, portadora de la Tarjeta Profesional No. 194.484 del Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando como apoderada judicial del Departamento de Cundinamarca, 
conforme al poder que adjunto, solicito a su honorable Despacho se me reconozca personería 
Jurídica dentro del Proceso de la Referencia. 
Así mismo, a continuación, relaciono los canales digitales de comunicación: 

Correos electrónicos: 
 

Número de celular y WhatsApp: 

samantha.tafur@cundinamarca.gov.co 
sami1136@hotmail.com 
320 2888738 

 
 

Del Señor Juez, 
 
 
 
 
 
 
 

GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA 
C.C. No. 52.656.773 expedida en Villeta (Cund.) 
T.P. No. 194.484 del C.S.J. 
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Referencia:              Otorgamiento Poder

Expediente:            110013335016-2019-00328-00

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho  - S.M.              
Demandante:         Jaime Ignacio Gordillo Acosta

Demandados:         Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fomag-Departamento de Cundinamarca-S
 

 
MARIA STELLA GONZALEZ CUBILLOS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 20.685.781, Directora
Extrajudicial del Departamento de Cundinamarca, calidad que acredito con fotocopia  de la Resolución de Nom
2020, y Acta de Posesión Número 00097 del 3 de febrero de 2020, en ejercicio  de la función delegada por el G
Cundinamarca  por Decreto Departamental No. 00278 del 26 de octubre  de 2004 y Decreto  No. 00080 del 15
de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 2213 del 13 de junio de 2022, mediante el present
poder especial, amplio y suficiente a la doctora GLADYS SAMANTHA TAFUR ESPITIA, abogada titulada, may
cédula de ciudadanía 52.656.773 y Tarjeta Profesional Número  194.484 del Consejo Superior de la Judicatura
departamento de Cundinamarca en el proceso de la referencia, y asuma su defensa, de conformidad con las fa
Ley 1437 de 2011 y al CGP, las demás normas concordantes a que hubiere lugar, así como la facultad expresa
establezca el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del departamento de Cundinamarca.
 
El presente poder se entenderá aceptado por el profesional del derecho con su ejercicio. En caso de presenta
del poder, deberá manifestarlo por escrito a más tardar, al día siguiente de su recepción.
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